En Arrecife, a 3 DE SEPTIEMBRE DE 2013.

 

Visto por mi, DOÑA AITZIBER OLEAGA ORUE-REMENTERIA el procedimiento nº 162/12 sobre PROCEDIMIENTO ABREVIADO por delito de DESOBEDIENCIA, dimanante de las Diligencias Previas nº 1.380/10 instruidas por el Juzgado de Primera Instancia nº 3 (antiguo mixto nº 3) de ARRECIFE, seguidas contra VICENTE HIDALGO CAIXAL, nacido el 28-01-1948 con DNI núm. 39.630.555-Z, natural de Tarragona, hijo de Vicente y de Teresa, sin antecedentes penales y en situación de libertad por esta causa, en la que son parte el Ministerio Fiscal en el ejercicio de la acción pública, y el acusado antes mencionado,  bajo la asistencia letrada de África Zabala, dicta la presente sobre la base de los siguientes,

 

 

 

 

    ANTECEDENTES DE HECHO

 
 
PRIMERO.- Las presentes actuaciones se incoaron como Diligencias Previas nº 1.380/10 del Juzgado de Primera Instancia nº 3 (antiguo mixto nº 3) ARRECIFE y posterior Juicio Oral por PROCEDIMIENTO ABREVIADO por delito nº 162/12 de este Juzgado. Practicadas las oportunas diligencias, el Ministerio Fiscal formuló escrito de acusación, señalándose día para la celebración del Juicio Oral, el cual se celebró con la asistencia del acusado  y el Ministerio Fiscal.

 

 

SEGUNDO.- El Ministerio Fiscal en su escrito de acusación calificó los hechos un delito de DESOBEDIENCIA, previsto en el art. 556 del CP, imputable al acusado sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, interesando una pena de NUEVE MESES DE PRISION e inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo y, todo ello, con expresa imposición de costas.

Por la defensa se solicitó la libre absolución y de forma subsidiaria y, solo para el caso de condena, que se condene por una falta de desobediencia en todo caso.

 

 

 

TERCERO.- Llegado el día y hora del juicio oral, comparecieron el acusado y el Ministerio Fiscal, practicándose las pruebas admitidas.

 

  Practicada la prueba, las partes elevaron a definitivas sus conclusiones, y tras los oportunos informes y el ejercicio por parte del acusado de su derecho a la última palabra, quedaron las actuaciones vistas para resolver.

 

 

 

                            HECHOS PROBADOS
 
 
ÚNICO-  Estando probado y así se declara que, el acusado, VICENTE HIDALGO CAIXAL, mayor de edad y  sin antecedentes penales, pese a recurrir un Decreto de fecha 31 de octubre de 2003, dictado por el Alcalde del Ayuntamiento de Yaiza (Las Palmas), que ordenó el cese inmediato de la actividad de paseo de turistas-visitantes en camello, que la mercantil “DIA LIBRE, S.L.”, conocida públicamente como “LANZAROTE A CABALLO”, con domicilio social en la calle Guenia, nº 4, 2º E, Arrecife (Las Palmas), respecto de la que el acusado ostenta el cargo de administrador único, venía desempeñando en la finca La Calerita, partido judicial de Arrecife (Las Palmas), por carecer de la preceptiva autorización para ello,  haciéndole saber  obligación de poner fin a la misma, la Sentencia de fecha 31 de octubre de 2007 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Las Palmas, ratificada por la Sentencia de fecha 5 de diciembre de 2008, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, desestimó su recurso confirmando en citado Decreto.

El acusado tras la notificación de la sentencia a principios del año 2009, cesó inmediatamente en su actividad, y comenzó a interesar la licencia de actividadcorrespondiente al Ayuntamiento de Yaiza, mediante solicitud de 13 de marzo de 2009,  a fin de legalizar su negocio, no obteniendo ninguna respuesta por parte del Consistorio.

 

Ante esta falta de respuesta, el acusado realizó consulta al Cabildo Insular de Lanzarote con respecto a la licencia de actividad clasificada otorgada por el Cabildo,respondiendo el Cabildo con fecha 3 de abril de 2013 en el sentido de que se remitía a la resolución en la que se concedía autorización de funcionamiento.

 

 Ante el silencio de la Administración competente, el acusado, interesó el certificado de actos presuntos mediante escrito de 25 de junio de 2009, volviendo a hacer caso omiso el Ayuntamiento de Yaiza pese a que por Ley estaba obligado a emitir el citado certificado, frente a lo cual el acusado volvió a presentar nuevo escrito de fecha 19 de agosto de 2009, por el que comunicaba al Ayuntamiento de Yaiza que ante el silencio administrativo se entendía otorgado por el Ayuntamiento la licencia para el desarrollo de la actividad de paseos en camello con turistas o visitantes en los alrededores del centro “Lanzarote a Caballo”.

 

El ayuntamiento de Yaiza respondió al acusado mediante  Acuerdo de fecha 2 de septiembre de 2009 que carecía de la preceptiva licencia para su desarrollo debido a que no cumplía con dos presupuestos, a saber, la preceptiva y previa Calificación Territorial por parte del Cabildo Insular y la licencia de actividades clasificadas, acordando en virtud de Decreto de fecha 10 de septiembre de 2009 el cese de la misma, siendo que este acuerdo fue recurrido en reposición por el acusado el 25 de septiembre de 2009, el cual NO HA SIDO RESUELTO por el Ayuntamiento.

 

El Sr. Hidalgo Caixal, presentó nuevo escrito de 23 de octubre de 2009 al Ayuntamiento de Yaiza, solicitando para su legalización, con el fin de complementar las actividades de equitación con caballos y camellos con la actividad de paseos en camellos con turistas y visitantes, calificación territorial y actividades clasificadas para este fin.

Además, el Sr. Hidalgo Caixal, solicitó al Cabildo de Lanzarote la calificación territorial, emitiendo el Cabildo Acuerdo de fecha 22 de abril de 2010, por el que resuelve que no ha lugar a otorgar dicha Calificación Territorial por estar ya concedida la misma al acusado, en contra de lo que había establecido el Ayuntamiento de Yaiza en su Decreto, señalando literalmente que “no ha lugar a otorgar la calificación territorial para realizar ACTIVIDAD DE PASEO EN CAMELLO con visitantes y turistas, al no proyectarse construcción o instalación alguna y ser complementaria de la actividad urbanísticamente ya autorizada la ahora solicitada”.
 
El acusado, ante lo que actitud del Ayuntamiento de Yaiza decide pedir la subrogación del Cabildo Insular de Lanzarote para que resuelva sobre esta cuestión,presentando a tal efecto escrito de fecha 16 de julio de 2010, para que El Cabildo Insular de Lanzarote se subrogue en la tramitación municipal, instruyendo el correspondiente expediente.

El Cabildo Insular de Lanzarote emitió el correspondiente Acuerdo de fecha 28 de diciembre de 2010, por el que acordaba desestimar la subrogación al considerar  que la actividad de paseos a camello no es una actividad clasificada a diferencia de lo que consideró el Ayuntamiento de Yaiza en su Decreto, señalando literalmente que “la actividad de paseos a camello para turistas y visitantes no está incluida en el ámbito de aplicación dela Ley 1/98 de Régimen Jurídico de los Espectáculos Públicos y del Procedimiento Administrativo Común (LRJEP y AC), ni en su nomenclátor, ni está próxima a ninguna de las actividades contempladas en el mismo”.
 

Paralelamente a este intento frustrado del Sr. Sr. Hidalgo Caixal de obtener de una vez por todas la preceptiva licencia por parte de la administración competente, el Ayuntamiento de Yaiza, vuelve a dictar Decreto de fecha 29 de diciembre de 2009 por el que se reiteraba nuevamente la orden de cese de la actividad, que recurrido por el acusado ante lo Contencioso-Administrativo, dio lugar al Auto del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 3 de Las Palmas de fecha 5 de mayo de 2010 que resolvió desestimar la pretensión del acusado de suspender cautelarmente la orden de cese acordada en virtud del mencionado Acuerdo de 29 de diciembre de 2009, tras lo que se sucedieron otros  requerimientos de cese de la actividad, como son el Decreto de cese de fecha 4 de febrero de 2010 o la orden de cese de fecha 24 de junio y de 3 de agosto de 2010.

 

En fecha 3 de agosto de 2010 se acordó por parte del Ayuntamiento de Yaiza, la colocación de precintos en la zona de la referida actividad que se hizo efectivo en fecha 17 de agosto de 2010, y, en virtud de Sentencia de fecha 27 de diciembre de 2011 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 3 de Las Palmas desestimó el recurso interpuesto por el acusado, confirmando la necesidad de autorización municipal para el desempeño de la actividad, tal y como ya señaló en su día la Sentencia mencionada de fecha 5 de diciembre de 2008, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

 

La  Ley 14/2009, de 30 de diciembre, por la que se modifica la Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de Canarias, y que entró en vigor al día siguiente de su publicación, el 6 de enero de 2010, exime de la necesidad de autorización a las actividades turísticas (DA 1ª de la Ley) y acuerda el archivo de los procedimientos de autorización referidos en la disposición adicional primera, que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de esta ley (Disposición transitoria única Procedimientos en tramitación).
 
Con base en esta nueva regulación, la actividad de paseos a camello ejercida por la entidad del acusado fue admitida por la Vice consejería de Turismo del Gobierno de Canarias accediendo al Registro General Turístico  la indicada actividad, el 24 de febrero de 2012, sin que por el Ayuntamiento se haya procedido aún al archivo del expediente disciplinario por la supuesta falta de autorización, ni a la caducidad del precinto.
 
La Alcaldesa de Yaiza, Gladys Acuña, que accedió al cargo en febrero de 2008, tiene familiares que son camelleros en el Parque Nacional del Timanfaya, habiendo realizado a partir del año 2003, y cuando era solo concejal por el PIL en dicho municipio, una campaña en contra “LANZAROTE A CABALLO” con el fin de que cesara en su actividad de paseos de camellos para no perjudicar a las 38 familias que vivían solo de esto,  siendo que el Ayuntamiento de Yaiza percibe ingresos por esta actividad realizada por los camelleros del Timanfaya, la cual carece de la oportuna licencia para el desarrollo de los paseos a camello al haber sido anulada la ordenanza de 2001 dictada por el Ayuntamiento que regulaba esta actividad por la Sección Segunda del TSJC en el 2005, decisión que fue confirmada por el Tribunal Supremo el 12 de diciembre de 2009.
 
No han quedado probados los hechos objeto de acusación.

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

 
 
PRIMERO.- Los hechos que se declaran probados, atendiendo a la libre valoración de la prueba realizada bajo los principios de inmediación y contradicción previstos en el artículo 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, NO HAN QUEDADO PROBADOS QUE SEAN  constitutivos de un delito de DESOBEDIENCIA GARVE previsto en el artículo 556 del Código Penal.

Así, el delito de desobediencia exige según reiterada jurisprudencia, el cumplimiento de los siguientes requisitos: 1º) Que se trate de un mandato o de una orden procedente de la autoridad o de sus agentes y emitida dentro del marco de sus competencias o atribuciones legales, orden legitima;  2º) Que la orden sea expresa, terminante y clara, y que se haga conocer a su destinatario por medio de un requerimiento formal, personal y directo, y 3º) Que el requerido no cumpla la orden, colocándose ante ella en actitud de rebeldía o manifiesta oposición.

 

En el presente caso, se ha de aclarar una cuestión previa:

 

El acusado Sr. Sr. Hidalgo Caixal, obtuvo por parte del Cabildo de Lanzarote, ante la inactividad municipal del Ayuntamiento de Yaiza, licencia de apertura y puesta en funcionamiento para su “Centro de práctica de equitación con caballos y camello de DIA LIBRE, S.L.

 

El acusado recurrió un Decreto de 31 de octubre de 2003 del Ayuntamiento de Yaiza que acordaba el  cese de su actividad de paseos a camello desarrollada por la mercantil “DIA LIBRE, S.L.”, respecto de la que el acusado ostenta el cargo de administrador único, ante la Jurisdicción Contencioso Administrativo, siendo que el mismo fue desestimado por la Sentencia de fecha 31 de octubre de 2007 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Las Palmas, ratificada por la Sentencia de fecha 5 de diciembre de 2008, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, que confirmaba el Decreto del Ayuntamiento de Yaiza.

Durante todo este tiempo, desde 2003 a diciembre de 2008, el acusado desarrolló sin problemas su actividad, ya que según manifestó en el acto de juicio, sus asesores legales le manifestaron que consultado el Juzgado de lo Contencioso, se les puso de  manifiesto que en tanto no hubiese resolución firme en dicha jurisdicción, podía continuar con su actividad al no suponer la misma ningún riesgo.

 

Pues bien, atendiendo al hecho no comprobado pero probable, tal y como señaló el Sr. Hidalgo Caixal, de que se le notificara esta sentencia en enero de 2009, el acusado cesó en su actividad en ese momento (y es que no hay motivos para no creer su versión), y sin perder tiempo comenzó el proceso para legalizar su actividad, en marzo de 2009 (dos meses más tarde) al presentar la solicitud de licencia ante el Ayuntamiento. Esta legalización no tendría que haber supuesto ningún problema y se tenía que haber otorgado de inmediato la licencia solicitada, pero en lugar de ello, el acusado se ha visto envuelto en un maremágnum administrativo burocrático incomprensible y angustioso que ha debido soportar como administrado.

 

Luego, el acusado no ha desobedecido la sentencia del TSJC de 2008.

 

SEGUNDO.- Hecha esta aclaración hay que ver si el acusado ha desobedecido a la orden de la autoridad administrativa y si en él concurre el elemento subjetivo del injusto o dolo.

 

Pues bien, lo primero que hay que analizar es, si la orden emanada del Ayuntamiento de Yaiza era o no legítima, y sobre este extremo hay que concluir que no lo era en absoluto, con base en los siguientes razonamientos.

 

Ante el silencio de la Administración competente ante la solicitud de licencia en marzo de 2009, el acusado, interesó el certificado de actos presuntos mediante escrito de 25 de junio de 2009, volviendo a hacer caso omiso el Ayuntamiento de Yaiza pese a que por Ley estaba obligado a emitir el citado certificado.

 

Así, el Artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común regula el Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud de interesado de la siguiente manera:
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al interesado o interesados que hubieran deducido la solicitud para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés general o una norma de Derecho comunitario establezcan lo contrario.
2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.
3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 42 se sujetará al siguiente régimen:
a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.
4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya producido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido que pudiera solicitarse del órgano competente para resolver. Solicitado el certificado, éste deberá emitirse en el plazo máximo de quince días.
 
 

El Sr. Hidalgo ante la falta de de emisión del certificado de actos presuntos, presentónuevo escrito de fecha 19 de agosto de 2009, por el que comunicaba al Ayuntamiento de Yaiza que ante el silencio administrativo se entendía otorgado por el Ayuntamiento la licencia para el desarrollo de la actividad de paseos en camello con turistas o visitantes en los alrededores del centro “Lanzarote a Caballo”.

 

El Ayuntamiento de Yaiza,  respondió al acusado mediante Acuerdo de fecha 2 de septiembre de 2009 que no estimaba la obtención del la licencia por silencio administrativo, al entender, por una parte que no se podía obtener una licencia URBANISTICA en suelo rústico, en contra de la Ordenación de los recursos naturales, territorial, urbanística y sectorial aplicables y ello como consecuencia de la aplicación del RDL 1/2000 de 8 de mayo (art.166.6).
Este  precepto legal regula las construcciones que necesitan licencia administrativa. Así el art. 166.1º dice literalmente: “Están sujetos a previa licencia urbanística, sin perjuicio de las demás autorizaciones que sean procedentes con arreglo a la legislación sectorial aplicable, los actos de construcción y edificación y de uso del suelo y, en particular, los siguientes:……
 

El Ayuntamiento deniega efectos a un acto presunto por silencio administrativo cuando ello no es posible por el propio tenor del art. 43.3º apartado a) (que obliga a que la resolución expresa posterior al acto estimatorio por silencio administrativo sea confirmatorio), aplicando de FORMA INCORRECTA a un supuesto de hecho no contemplado, una regulación legal que NO ERA APLICABLE al caso.

Decimos esto, porque el acusado NUNCA solicitó una LICENCIA URBANISTICA para construir NADA, la construcción ya ESTABA  HECHA desde hacía años, siendo que la apertura y el funcionamiento del Centro del acusado fue AUTORIZADA ante la inactividad del consistorio por parte del Cabildo de Lanzarote en el año 2003, de ahí que cuando el acusado acudió en auxilio al Cabildo para que, por medio de la subrogación legalmente prevista, resolviera en torno a la necesidad de calificación territorial, el Cabildo mediante Acuerdo de fecha 22 de abril de 2010, concluyera que no era precisa esta calificación por estar ya concedida la misma, señalando literalmente que “no ha lugar a otorgar la calificación territorial para realizar ACTIVIDAD DE PASEO EN CAMELLO con visitantes y turistas, al no proyectarse construcción o instalación alguna y ser complementaria de la actividad urbanísticamente ya autorizada la ahora solicitada”.
 

 

Luego, el Ayuntamiento debió de estimar la con arreglo al art. 43.3º b) de la Ley30/1992, de 26 de noviembre que el acusado había obtenido la licencia por silencio administrativo, y en su lugar, se sacó de la manga una ley que no era aplicable al caso (porque no se había pedido licencia urbanística para construir nada) y desestimo la obtención de licencia que había sido adquirida legalmente.

En este sentido, esta orden al no ajustarse a la legalidad no se puede entender legitima, porque no se puede estimar que sea consecuencia de un error de interpretación de las normas aplicables al caso, ya que es evidente que el Ayuntamiento de Yaiza tenía un evidente interés en no conceder esta licencia por nada del mundo, al haberse acreditado en el acto de juicio oral, que la alcaldesa, Gladys Acuña, tenía familiares directos que eran camelleros en el Timanfaya, siendo que la asociación de camelleros del Timanfaya es la que siempre ha puesto resistencia a que se concediera esta licencia a un particular que quería simplemente realizar paseos a caballo y a camello, tal y como se acreditó por las declaraciones testificales de varios de los agentes de la Policía Local de Yaiza (el nº 11299 y el nº 10523 y por el propio Jefe de la Oficina Técnica del Ayuntamiento de Yaiza, Antonio Lorenzo Tejera, quien señaló incluso que el Ayuntamiento percibía ingresos de los camelleros del Timanfaya.

Resulta evidente que los intereses económicos latentes en la alcaldesa y en el propio consistorio, son los que han llevado a que se aplicara una Ley a un caso que no procedía.

Más tarde se hará referencia expresa a la campaña en contra que sufrió el acusado para evitar que desarrollase la actividad de paseos a camello, orquestada por la que luego fue la alcaldesa del Ayuntamiento de Yaiza desde nada menos que el año 2003.

 

En este extremo relativo a la necesidad de calificación territorial previa eindebida aplicación del art. 166.6º del RDL 1/200 de 8 de mayo para denegar efectos al acto presunto por silencio administrativo cuando no era aplicable al caso,  ese Acuerdo del Ayuntamiento es ARBITRARIO, INJUSTO y NO LEGITIMO.

 

 

 

El mismo Acuerdo de fecha 2 de septiembre de 2009, resolvía que el acusado carecía de la preceptiva licencia, además, por ausencia de otro presupuesto, la licencia de actividades clasificadas, acordando en virtud de Decreto de fecha 10 de septiembre de 2009 el cese de la actividad, siendo que este acuerdo fue recurrido en reposición por el acusado el 25 de septiembre de 2009, el cual NO HA SIDO RESUELTO por el Ayuntamiento.

La falta de resolución de este recurso se acredita mediante el CERTIFICADO de fecha de 20 de noviembre de 2012 del Ayuntamiento de Yaiza (folio 879) que señala que“no consta resuelto expresamente el Recurso de Reposición formulado por  D. Vicente Hidalgo Caixal, en fecha 25 de  septiembre de 2009, con registro de entrada 11.887” y que “no consta resuelta la solicitud de levantamiento de precinto formulada  en fecha 11 de marzo de 2011 y registro de entrada 3.477”.
 

El Sr. Hidalgo Caixal, presentó nuevo escrito de 23 de octubre de 2009 al Ayuntamiento de Yaiza, solicitando para su legalización, con el fin de complementar las actividades de equitación con caballos y camellos con la actividad de paseos en camellos con turistas y visitantes, calificación territorial y actividades clasificadas para este fin, aunque según el parecer del Sr. Hidalgo, no era necesario, porque el consistorio estaba equivocado, y no hacía falta que cumpliera con dos presupuestos que ya cumplía.

 

 

El acusado, ante la actitud del Ayuntamiento de Yaiza, que ni siquiera se molestó en resolver el recurso de reposición contra el acuerdo, decide pedir la subrogación del Cabildo Insular de Lanzarote para que resuelva sobre esta cuestión, presentando a tal efecto escrito de fecha 16 de julio de 2010, para que El Cabildo Insular de Lanzarote se subroge en la tramitación municipal, instruyendo el correspondiente expediente.

 

El Cabildo Insular de Lanzarote emitió el correspondiente Acuerdo de fecha 28 de diciembre de 2010, por el que acordaba desestimar la subrogación al considerar  que la actividad de paseos a camello no es una actividad clasificada a diferencia de lo que consideró el Ayuntamiento de Yaiza en su Decreto, señalando literalmente que “la actividad de paseos a camello para turistas y visitantes no está incluida en el ámbito de aplicación dela Ley 1/98 de Régimen Jurídico de los Espectáculos Públicos y del Procedimiento Administrativo Común (LRJEP y AC), ni en su nomenclátor, ni está próxima a ninguna de las actividades contempladas en el mismo”.
 

Es decir, que dicho Acuerdo del Ayuntamiento de 2 de septiembre de 2009, con respecto a la necesidad de licencia de actividades clasificadas, vuelve a ser INJUSTO, ARBITARIO Y NO LEGITIMO.

 

A partir de ese Acuerdo NO LEGITIMO todos los siguientes Acuerdos y Decretos de cese de la actividad, son igualmente NO LEGITMOS al resultar  o derivar todos ellos de dicho Acuerdo. Así, el Decreto de fecha 10 de septiembre de 2009 de cese de la misma,Decreto de fecha 29 de diciembre de 2009 por el que se reiteraba nuevamente la orden de cese de la actividad, recurrido por el acusado ante lo Contencioso-Administrativo y que dio lugar al Auto del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 3 de Las Palmas de fecha 5 de mayo de 2010 que resolvió desestimar la pretensión del acusado de suspender cautelarmente la orden de cese acordada en virtud del mencionado Acuerdo de 29 de diciembre de 2009, el Decreto de cese de fecha 4 de febrero de 2010, la orden de cese de fecha 24 de junio y de 3 de agosto de 2010, incluida la Orden de precinto de fecha 3 de agosto de 2010por la que se acordaba la colocación de precintos en la zona de la referida actividad que se hizo efectivo en fecha 17 de agosto de 2010.

 

Pero es más, lo que parece INAUDITO es que el consistorio obvie de forma grosera la aplicación de una Ley que beneficiaba al acusado y que entró en vigor el 6 de enero de 2010, La  Ley 14/2009, de 30 de diciembre, por la que se modifica la Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de Canarias, la cual, exime de la necesidad de autorización o licencia a las actividades turísticas (DA 1ª de la Ley) y ordena el archivo de los procedimientos de autorización referidos en la Disposición Adicional Primera, que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de esta ley (Disposición transitoria única Procedimientos en tramitación).
 
Por este motivo, el Decreto de cese de fecha 4 de febrero de 2010, la orden de cese de fecha 24 de junio y de 3 de agosto de 2010, incluida la Orden de precinto de fecha 3 de agosto de 2010, son órdenes emanadas del Ayuntamiento, aún más ilegitimas si cabe, por ser todas ellas posteriores en el tiempo a la entrada en vigor de la Ley que EXIMÍA DE LA PRECEPTIVA LICENCIA a la actividad turística que estaba desarrollando el acusado.

 
            En conclusión, conforme a todo lo expuesto, cabe concluir que la orden de la autoridad (Ayuntamiento de Yaiza) no fue, una orden legitima, siendo que la misma se acordó por intereses económicos y con la intención evidente de perjudicar al Sr. Hidalgo, por lo que no se cumple en absoluto con el primer presupuesto de este tipo penal de desobediencia.

            Pero es que además, aunque la orden de precinto hubiera sido legitima, no hubiera quedado probado tampoco que el acusado levantara el precinto, en el sentido de quitar el mismo físicamente, así lo declararon varios agentes de la Policía Local de Yaiza, al señalar que la cinta con la que precintaron el recinto de los animales, se fue desgastando como consecuencia del viento, el sol y otras inclemencias atmosféricas. Solo hay que ver la fotografía del periódico CANARIAS 7, en la que se ve al acusado señalando el precinto aún sin quitar a fecha 31 de mayo de 2011.

            Tampoco quedó probado que después de todas esas órdenes no acordes a la legalidad, en el Centro del acusado se continuase con los paseos a camello con turistas, porque ninguno de los agentes de la Policía Local comprobó cuando dicen que vieron a personas montando a camello si estos eran turistas o eran en realidad los propios camelleros o otros allegados o amigos del acusado.

 

            Tampoco queda probado que estas órdenes del Ayuntamiento hubieran llegado fehacientemente a conocimiento del acusado (personal y directamente). Así, fue reconocido por varios de los 12 agentes de la Policía Local de Yaiza que declararon en el juicio oral, al concretar que no todos los Decretos de cese de la actividad se los notificaron al Sr. Hidalgo sino, especificando que en dos ocasiones lo fueron a su hijo y  otra a su secretaria, existiendo serias dudas de que esas notificaciones llegaran al acusado de forma fehaciente, por lo que, a priori, y al menos con respecto a tres de las ordenes de cese, no queda probado que concurra el segundo elemento de este tipo penal.

 

 

            TERCERO.- Finalmente, hay que analizar si concurre al elemento subjetivo del injusto, aunque con la ausencia de la concurrencia de los elementos objetivos del tipo penal ya bastaría para el dictado de una sentencia absolutoria.

 

            El dolo de desobedecer implica que frente al mandado persistente y reiterado se alza el obligado a acatarlo y cumplirlo en una oposición tenaz, contumaz y rebelde, obstinada y recalcitrante. Se colma la tipicidad de la desobediencia cuando se adopta una reiterada y evidente pasividad a los largo del tiempo y no se da cumplimiento al mandato (STS 821/03, 5-6).

 

Según señala el Ministerio Fiscal en su escrito de calificación, después del Decreto de fecha 10 de septiembre de 2009 que acordaba el cese de la actividad de paseos camello, el acusado continuó con la referida actividad, como se hace constar por los Agentes de la Policía Local de Yaiza, en fecha 22 y 25 de diciembre de 2009.

Y añade la Fiscalía que según diligencias de la Policía Local de Yaiza, fue quebrantado el precinto, reiterando de nuevo el incumplimiento de la orden de cese en fechas 17, 18 y 19 de agosto, así como 12 de octubre, según las comprobaciones realizadas por los agentes de la Policía Local de Yaiza.

 

            En el presente caso, no se aprecia que el acusado haya querido desobedecer el mandato de autoridad y menos que lo haya hecho de una manera grosera y obstinada, constando tan solo que ante una situación, que él consideró un atropello por parte de la Administración, intentó hacer las cosas bien, de forma legal, solicitando licencias, algunas de la cuales sabía que no tenía que pedirlas porque ya se las habían concedido, recurriendo ante el propio Ayuntamiento y ante la autoridad judicial cuantas veces fueron necesarias, teniendo que pedir finalmente AUXILIO al CABILDO INSULAR DE LANZAROTE, quien no tuvo porque subrogarse en la tramitación de su solicitud sustituyendo al Ayuntamiento en su inactividad, porque lo que el Ayuntamiento exigía al acusado para obtener la licencia de actividad ya se había concedido.

 

            Esta incesante actividad administrativa y judicial de un hombre que solo quería trabajar en lo que le gustaba y le hacía feliz (haciendo felices a los turistas que vienen a esta isla según sus palabras), no se puede considerar en absoluto, como una actitud rebelde a cumplir con unas ordenes que, a todas luces y de forma patente, no son acordes a la legalidad (concluyendo así una Magistrada que no pertenece a la Jurisdicción ContenciosoAdministrativo), evidencia de ilegitimidad que se produce por las relaciones de parentesco con los camelleros de la competencia por parte la alcaldesa y de ingresos económicos del Consistorio de estos camelleros que rodean las decisiones adoptadas en relación a las solicitudes del acusado, totalmente perjudiciales para el Sr. Hidalgo y totalmente beneficiosas para la Asociación de camelleros del Timanfaya, a la que pertenecen curiosamente los familiares de la Alcaldesa.

 

           

            Además, se han tenido en cuenta, por una parte la actitud del acusado en el Juicio y por otra, sus manifestaciones, siendo que la forma en que han sido vertidas por él, conforme al principio de inmediación, son creíbles para esta Magistrada, no mostrando signos el acusado de ser una persona rebelde, prepotente e irresponsable, sino todo lo contrario, llegando a emocionarse al otorgarle la última palabra por esta calvario administrativo vivido sin causa razonable, por lo que se niega que concurra en el presente caso el elemento subjetivo del injusto, por lo que en conciencia no se puede dictar una sentencia condenatoria.

 

            Tal ha sido la labor del Sr. Hidalgo en el desarrollo de su actividad que sus camellos hicieron con éxito la ruta del Xacobeo en 2004 y la ruta del Quijote en el año 2005, con el fin de liderar la promoción de camellos en Europa tal y como se desprende de la documental aportada por la defensa en el acto de juicio, siendo que incluso el propio Consejero de Turismo del cabildo de Lanzarte ha alabado la labor del Sr. Hidalgo durante 25 años al felicitarle por el vigésimo quinto aniversario de su Centro en una carta remitida al mismo el 23 de abril de 2013 (documento 10 presentado en el juicio).

 

 

Por otro lado, choca sobremanera que la Sentencia de fecha 27 de diciembre de 2011 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 3 de Las Palmas desestimara el recurso interpuesto por el acusado, confirmando la necesidad de autorización municipal para el desempeño de la actividad, cuando ya había entrado en vigor la nueva Ley en enero de 2010, que eximía de dicha autorización a las “actividades turísticas” que es la que ejercía el acusado.

 

También llama la atención que,  el Ayuntamiento de Yaiza, que fue la que interpuso la denuncia, no se haya molestado en constituirse como acusación particular y que, el Ministerio Fiscal, haya mantenido una acusación como ésta sin verificar a fondo la legitimidad de las órdenes dictadas por la administración y sus verdaderas motivaciones ab initio.

 

En el juicio que duró varias horas (y que parecía más en cuanto al fondo, un juicio contencioso administrativo), fue evidente para esta Juzgadora que la Administraciónmunicipal, no tuvo otro interés que el de perjudicar al Sr. Hidalgo para que éste no pudiera desarrollar su actividad de paseo de camellos (los paseos a caballo no les afectaba en cambio), al considerar que los camelleros del Timanfaya tenían que tener el monopolio sobre esta actividad en la isla de Lanzarote.

 

Así, se desprende del recorte de periódico de LA VOZ  DE LANZAROTE de 5 de septiembre de 2003,  en el que, la entonces portavoz del PIL en Yaiza (que luego llegó a ser la alcaldesa del Ayuntamiento), Gladys Acuña señala que, “se queja de que Lanzarote a Caballo haya introducido entre sus actividades el servicio de trasportes de turistas en camello, actividad que está restringida a llevar a cabo en el Parque Nacional del Timanfaya”. Por ello exige al Ayuntamiento, que no conceda las autorizaciones administrativas, para prestar este servicio, porque esto perjudica al sector camellero”. Señalando incluso que “no culpan a Lanzarote a Caballo la cual cuenta con las autorizaciones administrativas,instando a la Administración competente para que no conceda nuevas autorizaciones, ya que de esta forma iban a sepultar al sector camellero, creando incluso una competencia desleal”.
            Si la alcaldesa sabía en septiembre de 2003 que el acusado contaba con las preceptivas autorizaciones administrativas no se entiende que el Ayuntamiento un mes más tarde, dicte el primer Decreto de cese de fecha 31 de octubre de 2003. Solo hay que valorar las actuaciones en su conjunto, para percatarse de lo ocurrido con el Sr. Hidalgo.

 

Incluso en el mismo periódico de la VOZ DE LANZAROTE, el 4 de noviembre de 2003, la alcaldesa Sra. Acuña, “insta al Cabildo y al Ayuntamiento a que cesen la actividad de Lanzarote a caballo, ya que están pisando el sector camellero” añadiendo que si bien no quieren perjudicar esta empresa, sí que quieren que se retiren los camellos ya que hay otro sector que vive única y exclusivamente de eso” refiriéndose a las 37 o 38 familias que solo viven de los camellos. Entre esas familias se incluye como ya se ha comentado la de la propia alcaldesa (hermano y tío al menos según se desprenden de las testificales).

 
            No hay palabras para definir semejante atropello contra los derechos de un ciudadano honrado, y la hipocresía del consistorio se hace patente cuando como se ha especificado en los hechos probados, fue anulada la ordenanza de 2001 dictada por el Ayuntamiento que regulaba esta actividad de paseos con camello, por la Sección Segunda del TSJC en el 2005, decisión que fue confirmada por el Tribunal Supremo el 12 de diciembre de 2009. Es decir, los camelleros del Timanfaya sin licencia para desarrollar esa actividad en diciembre de 2009 y, en cambio, se empeñan en pedir a los demás de forma irregular lo que ellos no cumplen.
 
 

Conforme a todo lo expuesto, en el presente caso, procede el dictado de una sentencia absolutoria, desde el momento en que conforme concurren ni los elementos objetivos, ni el subjetivo del tipo penal.

CUARTO.- Como consecuencia de todo lo anterior se absuelve al acusado VICENTE HIDALGO CAIXAL del delito de DESOBEDIENCIA GRAVE por el que venía siendo acusado.

 

QUINTO-. No procede imponer responsabilidad civil alguna, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 116 del CP y en el artículo 118 del mismo Texto «a sensu contrario», en lo que a la responsabilidad civil se refiere, siendo que en el presente caso no existieron daños y perjuicios susceptibles de ser indemnizados.

 

 

SEXTO-.  Dado el resultado absolutorio de la presente resolución procede declarar las costas procesales ocasionadas de oficio tal y como dispone el artículo 240 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

 

 

 

Vistos los preceptos legales citados y demás de pertinente y general aplicación, se dicta el siguiente

 

 

 

 

 

FALLO
 
 
            Que debo absolver y absuelvo a VICENTE HIDALGO CAIXAL, por el delito de DESOBEDIENCIA GRAVE, por el que venía siendo acusado, declarando de oficio las costas procesales.

 

           
Notifíquese esta sentencia a las partes, haciéndoles saber que la misma no es firme, y que contra ella cabe interponer recurso de apelación que deberá ser preparado ante este Juzgado en el plazo de los DIEZ días siguientes al de su notificación y resuelto por la Audiencia Provincial de Las Palmas.

 

 

 

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo, DOÑA AITZIBER OLEAGA ORUE-REMENTERIA Magistrada del Juzgado de lo Penal nº TRES de Arrecife de Lanzarote.

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PUBLICACIÓN.- Estando presento yo, el Secretario, la anterior sentencia fue leída y publicada, en el día de la fecha, por el Juez que la suscribe, mientras celebraba Audiencia Pública.

